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Resumen Ejecutivo

En virtud del mandato conferido al Grupo de Trabajo sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores por la Resolución AG/RES. 2654 (XLI-O/11), que viene impulsando los esfuerzos en el marco de la OEA para la protección de los derechos de las personas mayores, y a efecto del punto V. i) del Plan de Trabajo propuesto por la Presidencia del Grupo de Trabajo, se presenta el siguiente documento resumen de la Sesión Especial del Consejo Permanente sobre Derechos Humanos y Personas Adultas Mayores realizada el día 28 de Octubre de 2010 por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, a través del Departamento de Programas Jurídicos Especiales, ahora Departamento de Desarrollo Social y Empleo. Dicha Sesión Especial fue convocada para dar cumplimento a las Resoluciones de la Asamblea General AG/RES. 2455 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2562 (XL-O/10) tituladas “Derechos Humanos y Personas Adultas Mayores”.
Esta reunión contó con la participación de autoridades de la Secretaría General, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), Fondo de Población de las Naciones Unidas (FNUAP), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), y representantes de la sociedad civil, específicamente de HelpAge, de la Organización de Entidades Mutuales de las Américas (ODEMA) y la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (ADPH), quienes realizaron un extenso análisis de la situación del envejecimiento en la región, y remarcaron la importancia de reforzar los lazos de cooperación regional para impulsar la implementación de las políticas necesarias a lo largo de nuestro continente. Al final de la Sesión los países participantes enriquecieron el diálogo compartiendo sus marcos normativos y las acciones que implementan respectivamente a nivel nacional.

Contexto

La FNUAP aportó importantes datos que reiteran la importancia de que el proceso de envejecimiento, consecuente de la actual transición demográfica, sea acompañado de los necesarios procesos de desarrollo social y económico. A nivel mundial se espera que el número de personas mayores de 60 años aumente de 600 millones en el 2000, a más de dos billones en el 2050, excediendo el número de personas menores de 18 años para el 2045. En los países en vías de desarrollo, las personas adultas mayores constituyen una octava parte de la población, pero para 2050 serán una quinta parte. De esta forma, la transición demográfica aumenta rápidamente, y según el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE), las personas adultas mayores de 60 años constituyen actualmente un 7.9% de la población de la región, cifra que aumentará sostenidamente hasta llegar al 22.3 % en el año 2050. 

En este contexto, la OPS resaltó que hoy en día la región de las Américas tiene aproximadamente 106 millones de personas mayores de 60 años, y que en el año 2050 esta cifra alcanzará aproximadamente 310 millones, de las cuales 190 millones vivirán en América Latina y el Caribe (ALC). Además, el 81% de las personas que nacen en la Región vivirán por lo menos 60 años y un 42% sobrepasará los 80 años.

Igualmente, de acuerdo con datos presentados por la CIDH, el estimado del Departamento de Asuntos Jurídicos Económicos y Sociales de la ONU muestra que una de cada 10 personas en el mundo tiene 60 años de edad o más. Con base en el estudio de las tendencias demográficas actuales, en el año 2050 una de cada cinco personas será mayor de 60 años. Este rápido crecimiento de la población adulta mayor impacta seriamente la capacidad de los sistemas de seguridad social, tanto en los países en desarrollo como en los países desarrollados.

En este mismo contexto, según la OPS, en ALC el 50% de las personas mayores no tienen recursos suficientes para satisfacer sus necesidades diarias y sólo el 2% de los países de la región tienen metas de promoción de salud en personas mayores de 60 años. Así, el diagnóstico común de los Estados y las organizaciones presentes, identifica la existencia de miles de personas mayores de la región viviendo en una situación de discriminación, impotencia y abandono.

Este desafío también está presente en una perspectiva de género, una vez que en la mayoría de los países la expectativa de vida de las mujeres es más larga que la de los hombres. De acuerdo a la OPS, CEPAL y UNFPA estiman que un 60% de la población de personas mayores en ALC son mujeres, una cifra que se proyecta aumente a 75% para el 2025. Del mismo modo, se destacó que las leyes y políticas sobre igualdad de género que son neutras con respecto a la edad, no son suficientes para lograr la protección efectiva de este grupo en situación de vulnerabilidad.

En reconocimiento de la dispersión normativa que limita la protección efectiva de los derechos de las personas mayores, CEPAL hizo referencia a que las normas internacionales actualmente existentes no dotan de un conjunto de principios normativos coherentes que puedan guiar la acción normativa y las políticas públicas de los Estados. En ese sentido los principios de las Naciones Unidas a favor de las personas de edad proporcionan un marco de referencia universal; sin embargo, por su propia naturaleza, son de carácter genérico y carecen de concreción en muchos de los ámbitos de la realidad. Igualmente las normas generales de derechos humanos y otras normas internacionales dejan de lado una serie de derechos específicos y medidas de protección que requieren de una mayor elaboración normativa a la luz de los nuevos entendimientos, consensos desarrollados, recomendaciones de las agencias internacionales y decisiones de los órganos de derechos humanos.
Cuando se adoptaron los pactos de derechos humanos y algunas convenciones específicas, el envejecimiento demográfico no era un fenómeno suficientemente relevante para ser tomado en cuenta por los organismos internacionales y regionales. Hoy en día la realidad muestra una revolución silenciosa que, por la velocidad sin precedentes y el contexto de desigualdad en que se produce, tendrá serias consecuencias para el desarrollo, las políticas públicas y el ejercicio efectivo de los derechos humanos.
Los representantes de la sociedad civil, HelpAge, ODEMA y ADPH también aportaron datos relevantes de soporte al diagnóstico de la situación de los derechos humanos de los adultos mayores en la región de las Américas. Según HelpAge, los instrumentos existentes del sistema internacional de derechos humanos no abordan ni protegen adecuadamente los derechos de los hombres y las mujeres mayores; las comisiones que monitorean los tratados y compromisos en derechos humanos rara vez preguntan sobre los derechos de las personas mayores; el derecho a la no discriminación; derecho a la identidad, a no sufrir violencia, al trabajo digno con seguridad social, su derecho a la salud, a la herencia, y muchos otros, siguen siendo vulnerados de manera sistemática en los países de esta región.

La ODEMA adicionó al diagnóstico la perspectiva de la existencia de barreras arquitectónicas en las viviendas de los adultos mayores que causan dificultades diarias, como la imposibilidad de alimentarse adecuadamente, de cumplir con su aseo personal, de trasladarse en su casa, de tomar su medicación y otras actividades muy simples y necesarias.

Por su parte, la APDH resaltó que debido al aumento de la expectativa de vida de las personas existe un nuevo escenario que transforma todos los ámbitos de la vida social, desde la definición de los roles que socialmente se imponen a cada edad hasta la orientación de las políticas públicas.

Medidas especiales para la protección de los Derechos de las Personas Mayores
Con relación a los derechos de las personas adultas mayores se alude a la necesidad de garantizar medidas que protejan la calidad de vida y el bienestar, pero también medidas que tutelen el entorno del adulto mayor, como los cuidadores familiares sin soporte comunitario; trabajadores de la salud sin las herramientas adecuadas y profesionales de la salud sin preparación en estos temas.
La OPS destacó la necesidad de desarrollar estándares y lineamentos técnicos regionales más específicos sobre áreas de derechos humanos que puedan utilizarse para reformar políticas y planes específicos para la protección de los derechos humanos de las personas que utilizan los servicios de cuidado a largo plazo; capacitación de los recursos humanos que gerencian  los programas nacionales dedicados a las personas mayores de acuerdo a medidas y acciones claras adoptadas por los Estados; formulación y revisión de marcos legales y mecanismos para la protección de los derechos humanos de las personas mayores (tales como su derecho a la vida, integridad personal, su seguridad personal y privacidad); sobre todo en el contexto de personas que utilizan los servicios de cuidado a largo plazo para erradicar efectivamente el abuso, maltrato físico, psicológico o sexual de la persona mayor y toda forma de trato cruel, inhumano o degradante; establecimiento de servicios integrales de salud que verdaderamente respondan a las necesidades de las personas mayores y reorientación de los servicios existentes; establecimiento de entornos físicos, sociales y culturales que potencien el desarrollo de las personas mayores y la protección de su capacidad para tomar decisiones; y favorezcan el ejercicio de derechos humanos en la vejez tales como empleo decente, educación a lo largo de toda la vida y mejoramiento de la cobertura de pensiones tanto contributivas como no contributivas y su derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud; opciones de atención comunitaria a largo plazo incluidas viviendas adaptadas y residencias asistidas con especial atención a salud nutricional, lesiones no intencionales, prevención de caídas y de agresiones que puedan crear o incrementar la discapacidad física o mental de las personas mayores y por consiguiente violaciones a su derecho a preservar su integridad física, psíquica y moral.  

La orientación para la protección efectiva de los derechos humanos de las personas mayores, según la perspectiva aportada por la FNUAP, debe de observar los principios de no-discriminación, que hacen referencia a la situación de estigma, exclusión y violencia que sufren las personas mayores; el principio de participación, que hace referencia a la contribución sustancial de los adultos mayores a sus familias, comunidades y sociedades en general; y por ende, deben hacer parte de cualquier decisión que los concierne y que impacte el entorno del cual son parte.

Por su parte, HelpAge agregó a a las propuestas de medidas ya mencionados, el derecho a la identidad, a no sufrir violencia, al trabajo digno con seguridad social y derecho a la herencia. Mencionó también que las garantías deben contemplar el ámbito físico, económico, social y cultural.

La APDH resaltó la importancia de buscar la definición del término adultos mayores y del término discriminación; incluir el derecho fundamental a la salud por enfermedad; asegurar la obligación de los familiares y el Estado en su manutención, asistencia y alimentos; el resguardo de bienes; el control por parte del Estado de los lugares de asistencia residencial.

Perspectiva de los Estados Miembros

Los Estados Miembros de la OEA tienen un interés prioritario en el tema de la protección del adulto mayor; y todos tienen la conciencia de que enfrentan grandes retos en el cuidado de ellos. Sin embargo, los enfoques dados son distintos, así como el nivel de desarrollo del tema en cada país.

En el seno de la normativa interna, algunos países como República Dominicana, Brasil y Ecuador destacaron poseer legislaciones nacionales especiales para el adulto mayor. Es interesante notar que los países poseen distintas formas de institucionalidad, lo que demuestra el tratamiento particular del tema en cada gobierno y las diferentes normativas internas de cada país. En Uruguay, por ejemplo, el tema de la protección del adulto mayor está a cargo del Ministerio de Desarrollo Social. En República Dominica, por otro lado, es responsabilidad del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social. En Brasil, el objetivo de transversalización del tema hizo cambiar la responsabilidad, antes del Ministerio de Desarrollo Social, hacia la Secretaria de Derechos Humanos. 

Los dos temas que más se destacan entre los programas son el de salud y seguridad social. A este efecto, se percibe que aquellos países que alcanzan hacer muy poco en la protección del adulto mayor, buscan enfocar sus acciones en estos dos temas principales. Así, solamente los países que ya lograron mayores avances alcanzan a involucrarse en la protección de otros derechos culturales, políticos y sociales desde una perspectiva integral. Durante la reunión, el tema de la solidaridad intergeneracional también fue bastante mencionado, con respecto a la función social del adulto mayor.

Además de las normativas internas, el debate señaló algunos instrumentos de protección al adulto mayor a nivel internacional y regional. En el seno de las Naciones Unidas, fueron citados el Plan Internacional de Viena, el Plan Internacional de Madrid y los Principios en Favor de las Personas de Edad, como recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer y Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. En el sistema interamericano, fueron destacados el Protocolo de San Salvador y el Plan de Acción de la OPS.

Sobre este cuadro normativo actual, muchos de los Estados participantes opinaron que los instrumentos internacionales y regionales son insuficientes para la protección del adulto mayor en el continente. Además argumentaron que no tienen carácter vinculante y que no abarcan todas las problemáticas, concluyendo que la dispersión normativa dificulta el fortalecimiento de los derechos humanos de los adultos mayores.

Ante todos estos panoramas y la situación de urgencia en la que se encuentran los derechos de las personas de edad, fue discutida la posibilidad de elaborar una convención interamericana para proteger los derechos de las personas mayores, según el mandado de la Asamblea General.

Chile y Bolivia destacaran el rol pionero de la OEA en muchos de los temas de protección y la gran oportunidad que tiene la organización de establecerse como precursora en cuanto a los parámetros en materia de protección del adulto mayor. Uruguay remarcó que uno de los pilares principales de la OEA es la protección de los derechos humanos.

Con todo esto, se concluyó que la presente sesión especial funcionó como un excelente espacio de intercambio de experiencias y buenas prácticas; además de haber logrado dar impulso a los debates en torno de la elaboración de una convención interamericana sobre los derechos de las personas adultas mayores. Es importante destacar que la totalidad de los Estados participantes reafirmaron su compromiso con la urgencia del tema y la necesidad de fortalecer la cooperación regional para la efectiva protección de este grupo en situación de vulnerabilidad.
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